
Los sindicalistas argentinos desafían a Videla 
y convocan a un paro nacional de veinticuatro horas. 
Uno mas Uno 22 Abril 1979 BUENOS AIRES, 21 de abril (AFP e 
IPS). — Por primera vez en los tres años 
que los militares han gobernado al país, 
dirigentes sindicales de la Comisión de los 
25 desafiaron hoy las leyes que suspen-
den la vigencia del derecho de huelga y 
convocaron a un paro nacional de 24 ho-
ras para el próximo 27 de abril. 

El organismo emitió un comunicado 
donde anunció la resolución y un plan de 
diez puntos que propugna la defensa de 
las organizaciones gremiales, reclamó 
aumentos salariales y la libertad de los de-
tenidos políticos y rechazó la política 
económica oficial. 

"Los 25" tomaron la decisión de llamar 
a un paro después de fracasar una nego-
ciación con la Comisión Nacional del Tra-
bajo (CNT) para unificar ambas agrupa-
ciones. 

El documento denunció "\h estrepitosa 
caída de la capacidad de canje de los sala-

rios" y afirmó que ei sueldo básico "con-
figura tal irrealidad que oscila entre la in-
diferencia y la burla de la inmensa ma-
yoría de la población". 

Sostuvo que "la actual política 
económica no sóio atenta contra los sala-
rios de los trabajadores, sino carcome la 
base déla unidad nacional' ' . 

Se pronunció también por-la defensa 
de la industria nacional y demandó una 
rectificación de la política aduanera, ele-
mentos que son el centro de las criticas 
que desde hace meses hacen represen-
tantes empresariales contra la política 
económica del régimen militar. 

La inclusión de esos puntos en el co-
municado pareció confirmar —según 
fuentes políticas los contactos que 
mantuvieron los sindicalistas con secto-
res patronales que apoyarían tácitamente 
el movimiento de fuerza. 

Durante tos últimos 30 días, varios diri-

I 
gentes de la Comisión de los 25 re-
corrieron el interior del país para " tomar 
la temperatura de las bases" , antes de 
convocar a la jornada de protesta, dijeron 
fuentes gremiales. 

Desde que las fuerzas armadas toma-
ron el poder, el 24 de marzo de 1976, la 
garantía constitucional del derecho de 
huelga está suspendida y todo trabajador 
puede ser despedido sin indemnización 
por cumplir o incitar a medidas de fuerza 
que paralicen o disminuyan la produc-
ción. 

Según la legislación vigente, la incita-
ción a la huelga es un delito que puede 
ser sancionado con penas de dos a cuatro 
años de prisión. 

La suspensión desde hace tres años de 
la actividad sindical no permite estimar la 
representatividad real de la Comisión de 
los 25 ni en qué medida será seguida su 
convocatoria. 


